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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el señor ALBERTO MENDOZA GAMBOA en su calidad de sentenciado, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de prisión domiciliaria.

2.- PROVIDENCIA 

Para dar solución a la solicitud planteada por el sentenciado, el señor juez de primer grado refirió que La Ley 750 de 2002 estableció el instituto de la mujer cabeza de familia, pero que posteriormente mediante sentencia C-184 del cuatro (4) de marzo de 2003, la Corte Constitucional hizo extensivo el beneficio a los hombres que se encontraran en similar situación, pero reconociendo que la situación de los varones es un tanto diferente a la de las mujeres y por ello debe establecerse si realmente “ […] los titulares del derecho se lo merecen, en razón a que es lo mejor para el interés superior del niño, no una medida manipulada estratégicamente en provecho del padre condenado que prefiere cumplir la pena en su residencia. Compete a los jueces penales en cada caso velar porque así sea”. Y agregó que puede reconocerse el beneficio al hombre “cuya presencia en el seno familiar sea necesaria, puesto que efectivamente los menores dependen, no económicamente, sino en cuanto a su salud y su cuidado…”.
Luego de analizar la jurisprudencia pertinente afirmó que para esa sede, no es la dependencia económica el supuesto de procedibilidad para reconocer a los hombres su condición de cabeza de hogar, y por ende el instituto de la prisión domiciliaria invocado, por lo que en su sentir, en el caso del señor MENDOZA GAMBOA, no se dan las condiciones necesarias para predicar que se trata de un padre cabeza de familia, toda vez que la menor en cuyo favor se pide la medida, no se encuentra desprotegida y por el contrario cuenta con el apoyo de su señora madre, persona que le proporciona el cuidado y la atención que requiere, aclarando que la circunstancia de minusvalía de la progenitora no reviste la gravedad que se le pretende dar, en cuanto se trata de una afección que presenta desde su infancia, y que si bien le dificulta la locomoción, no la ubica en un plano de incapacidad que le impida cumplir las obligaciones y deberes en relación con su hija.

Por lo expuesto, consideró que no se cumplen los requisitos de procedibilidad para el reconocimiento de la detención domiciliaria, por lo que no era necesario abordar el estudio de los restantes presupuestos para negar la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia.  
3.-  RECURSO

Una vez notificada la anterior decisión, el sentenciado manifestó su voluntad de apelar y días después dentro del término hábil presentó escrito mediante el cual manifiesta que la condena que le fue impuesta es inferior a los cinco (5) años, es padre de una menor de 8 años, quien se encuentra en compañía de la mamá, pero esta última es una mujer que sufre de una enfermedad congénita, por lo que en esas condiciones no puede hacerse cargo de la manutención de su hija; por lo tanto, solicita que se estudie cuidadosamente su situación y se le conceda la prisión domiciliaria para con ello ayudar al buen vivir de su familia.
Indica que como recluso siempre ha tenido una conducta sobresaliente, es cumplidor de sus deberes, además pide perdón a la sociedad y promete no volver a delinquir y ser respetuoso de las condiciones de su prisión domiciliaria.

4.-  SE CONSIDERA

Por tratarse de un delito cuya investigación y juzgamiento se surtió bajo los parámetros del sistema procedimental anterior, y como corresponde a una decisión proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de esta ciudad, esta Sala tiene facultad para desatar la alzada de conformidad con lo reglado en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, aún vigente para esta clase de asuntos.
En relación con el tema propuesto por el interno apelante, debe decirse con el señor juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, que no se evidencian las características exigidas por la legislación pertinente y por la jurisprudencia, para que el señor MENDOZA GAMBOA pueda ser válidamente considerado como un “padre cabeza de familia” y destinatario de la especial protección que se ha dispensado para quienes desde la condición de exclusividad soportan sobre sus hombros las necesidades económicas y afectivas de su grupo familiar.

La situación que ahora presenta al examen de la judicatura no es suficiente para pregonar la calidad de “padre cabeza de familia”, porque muy a pesar de las dificultades económicas que pueda atravesar su hija, ésta no se encuentra desprotegida y por el contrario cuenta con el cuidado y la atención que le dispensa su madre, quien a pesar de tener una limitación congénita, ello no le impide cuidar de la menor. 
La precaria situación económica que atraviesa el núcleo familiar del actor no es por sí sola una circunstancia suficiente para dar vía libre a la concesión del beneficio de la prisión domiciliaria, toda vez que pueden acudir a solicitar la ayuda de entidades estatales como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que adopten las determinaciones que una realidad como la planteada requiere. 

La Constitución Política de Colombia, es clara en brindar prioridad y especial protección a los niños, quienes gozan de un lugar exclusivo en la sociedad colombiana y en el mundo, pero esta condición no puede ser la excusa para salvar las responsabilidades legales que la sociedad impone, ello por cuanto en el caso bajo estudio se tiene claro que la menor afectada con la detención del señor MENDOZA GAMBOA cuenta con el apoyo y compañía de su progenitora, quien a pesar de sus difíciles condiciones económicas y su limitación, es la persona más indicada para estar a su lado.
Basten los anteriores planteamientos para concluir que la providencia impugnada debe convalidarse.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

